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PRESIDE: Señora Representante Ivonne Passada. 


MIEMBROS: Señores Representantes Juan José Bentancor, Tabaré Hackenbruch Legnani, Pablo 
Iturralde Viñas y Jorge Pozzi. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Pablo Abdala y Philippe Sauval. 


INVITADOS: Por SUNTMA, señores Osmar Viera, Secretario de Seguridad y Salud; Jorge Raúl 
Vignolo, Secretario General; George Michel Ferreira y Carlos Alberto Vega, Dirigentes y 
los marineros Kaudin (Pasaporte A506297); Hasyim Toyyib (Pasaporte 202558) y 
Abdurrahman (Pasaporte M644107). 


Por AFI-COFE, señora Elsa María Lavagna, Comisión de Relaciones Laborales; señores 


Aidemar González, Secretario General; Federico Bernardi, Funcionario 


Por AFGAP-COFE, señores Aníbal Javier Corbo, Presidente; José Pedro Franco, 
Relaciones Laborales y Conflictos del PITCNT y José Lorenzo López, COFE. y Ernesto 
Balay, Directivo. 


SEÑORA PRESIDENTA (PASSADA).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene mucho gusto en recibir a una delegación del Sindicato Único 
Nacional de Trabajadores del Mar y Afines (SUNTMA), integrada por los señores Osmar Viera Pedrozo, 
Jorge Vignolo Orgambide, Kaudin, Hasyim Toyyib, Abdurrahman, George Ferreira y Carlos Vega. 


Nosotros recibimos una solicitud de entrevista de parte del Sindicato a efectos de hacer un planteo muy 
concreto en lo que tiene que ver con trabajadores, que en este caso son pescadores indonesios del barco 
pesquero de bandera nacional Marpez 


Hemos enviado a todos los miembros de la Comisión el detalle de lo que nos acercó el Sindicato y, antes de 
darles la palabra, queremos informarles que tanto desde la Presidencia como por parte del señor Diputado 
Pozzi, estuvimos haciendo algunas gestiones para recabar información y dar conocimiento a la embajada con 
sede en Argentina de que la Comisión estaba preocupada y hacía el seguimiento de este tema. A su vez, 
también solicitamos una entrevista a la Cancillería, donde seremos recibidos mañana, para tener información 
de primera mano y una respuesta al planteo general que ustedes habían realizado. 


SEÑOR VIERA PEDROZO.- Agradezco que la Comisión nos haya recibido ante esta situación tan 
grave y vergonzosa para nosotros, que tiene que ver con tres ciudadanos indonesios que hoy están 
presentes, tripulantes del barco pesquero de bandera nacional “Marpez”, donde notamos una cantidad 
de irregularidades y es lo que nos trae acá. 


Desde nuestro punto de vista, hay una cantidad de violaciones. Por ejemplo, estos ciudadanos hace dos años 
que están acá y llevan dieciséis meses sin percibir el salario. Para nosotros eso es un tráfico ilegal de 
personas. Ellos están en un estado total de abandono, alojándose en el mismo buque, el Marpez. Allí no 
tienen agua ni luz y reciben muy poca alimentación. La propietaria del buque les está suministrando arroz, 
sal, agua y alitas de pollo todos los días. Esa ha sido su alimentación durante los dieciséis meses que llevan 
en el buque. 


También vemos que hay evasión al Estado. Nos preocupamos por ir al Banco de Previsión Social, donde no 
consta en absoluto el aporte a estos ciudadanos. De hecho hay una violación al artículo 75 de la Constitución, 
que aclara muy bien cuáles son las responsabilidades de los extranjeros en el país. También se está violando 
la Ley_N* 10.449, de Consejo de Salarios, de 1943, porque no se está utilizando el sistema que tenemos todos 
los ciudadanos en el país, que es el de los Consejos de Salarios, para la regulación salarial. 


También hay una violación de la Ley N* 18.250, de Migración, en la que consta que todo migrante debe ser 
tratado igual que los nacionales; acá es totalmente al revés. 


Todo esto es sumamente preocupante para nosotros porque estas son las empresas que se dice son un capital 
de inversión, y no solamente se están llevando la riqueza, sino que están utilizando a los trabajadores como 
esclavos en pleno siglo XXI, en especial en esta República, que fue la primera del planeta por decirlo así que 
abolió la esclavitud, a través de nuestro prócer, José Gervasio Artigas. Es aberrante que estas cosas existan 
porque es totalmente inhumano. 


Estos ciudadanos están en situación de abandono. Ellos tienen sus familias en su país y no perciben su 
salario, a pesar de haber trabajado para alimentarlas. 


Lo más preocupante y que llama la atención a nuestro sindicato es que hemos estado en varios lugares, con 
autoridades, en este caso de Prefectura Nacional Naval, porque se les han secuestrado sus pasaportes y sus 


libretas de embarque. Prefectura citó ante un Juzgado penal a la persona que tenía los pasaportes, o sea, la 
armadora de este barco, y le exigió la entrega de la documentación. Los documentos fueron entregados a la 
empresa Pedro Santana como empresa marítima, que los entregó al Ministerio del Interior, a través de 
Migración, y aclaró que también ella tenía una demanda contra la empresa porque le debía dinero. 


Hemos solicitado al Ministerio del Interior que se les entregue la documentación porque estas personas no 
pueden andar en la calle sin documentos. Sobre este tema no hemos escuchado absolutamente más nada. 
Hemos traído el material pertinente para que la Comisión verifique en todos los lados en los que hemos 
hecho la denuncia. 


También estuvimos en la DINATRA, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, la que citó en varias 
oportunidades a la ciudadana dueña del barco, pero no se ha hecho presente. A su vez, en la Inspección 
General del Trabajo se nos dice que lamentablemente la inspección ha quedado trunca ya que no tiene la 
potestad de conducir a esta persona al Ministerio de Trabajo para asumir las responsabilidades 
correspondientes. Eso es realmente preocupante porque si entendemos que la Inspección General del Trabajo 
es un organismo que cumple la función de policía del trabajo, no está siendo efectiva. Sin embargo, cuando a 
nosotros nos citan, bajo pena nos conducen a la Inspección. Entonces, ¿por qué no pasa eso con esta empresa, 
en especial cuando hay una cantidad de evasiones al Estado, y de violaciones de derechos y de leyes? 


También hicimos la denuncia en el Ministerio de Relaciones Exteriores. Ellos, a través de la Dirección 
Nacional de Migración y del Departamento Consular, van a convocar a las instituciones directamente 
responsables de esta situación al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y al Ministerio del Interior para 
que, por lo menos, puedan acordar alguna salida de esta situación. En el Ministerio de Relaciones Exteriores 
se nos dijo que la Embajada de Indonesia con la que tenemos un fluido contacto desde el comienzo debe 
asumir la responsabilidad. 


El barco está parado desde junio de 2008. Entendemos que, de repente, habría que activar ese buque, por lo 
menos para que genere algo de dinero para pagar el sueldo de estas personas. Ellos han trabajado y no han 
percibido su salario. 


Entendemos que no son delincuentes como para deportarlos y que su embajada se haga cargo de llevarlos 
porque ellos vinieron al país con un contrato de trabajo, celebrado en su país, pero el resultado ha sido 
negativo por irresponsabilidades. Esto queda claramente demostrado porque llegaron hace dos años y no 
tienen ni siquiera una documentación nacional provisoria. O sea que si los detienen en la calle, lógicamente 
van a tener problemas. Queremos que se tenga en cuenta esta situación y se le dé una solución. 


Acá hay un permiso de pesca, un pabellón nacional, un permisario con personería jurídica en el país y una 
persona física que tiene que asumir sus responsabilidades porque el barco estuvo muchos años trabajando y, 
sin lugar a dudas, ha generado dinero. Entonces nos preguntamos por qué se da esa situación con estos 
ciudadanos. 


Hay algo totalmente irrisorio: al no asumir las responsabilidades de los Consejos de Salarios, les están 
pagando US$ 200 por mes. Esto es una vergúenza. ¿Por qué se hace eso? La ley dice que los extranjeros 
deben ser tratados de la misma forma que un ciudadano nacional en lo social, económico y laboral, pero eso 
no se está cumpliendo. Es por eso que estamos acá: para solicitar que por favor se dé solución a este 
problema y que no vuelva a suceder porque para nosotros es una vergúenza. 


SEÑOR VIGNOLO ORGAMBIDE.- Antes que nada, agradecemos a la Comisión que nos haya 
recibido, demostrando una vez más la sensibilidad de los parlamentarios por los temas laborales. 


Quería destacar algunas cuestiones que planteaba el compañero Viera, como las condiciones de hacinamiento 
de estos trabajadores, que no tienen productos para higienizarse ni para limpiar el barco en el que están 
viviendo hoy. 


Quiero remarcar que estas inversiones extranjeras vienen a instalarse en el país con culturas que traen desde 
Corea, China y demás. Estas cuestiones no son nuevas en nuestro sector. En más de una oportunidad hemos 
venido a defender los derechos de los trabajadores porque, cuando surgen problemas de mercado o en las 
empresas, automáticamente los dejan tirados con el barco, sin que los trabajadores les importen 


absolutamente nada. En más de una oportunidad hemos dicho que los trabajadores no queremos estas 
inversiones extranjeras en esas condiciones. Esta es una perlita más de esas inversiones extranjeras que 
muchas veces defiende el Poder Ejecutivo a través de la DINARA, que vienen a desregular. Una vez que, a 
través de la reapertura de los Consejos de Salarios y la derogación de la Ley N* 15.523, logramos 
recomponer el diálogo y abrir ámbitos de negociación para llegar a convenios colectivos, al momento de 
regular, muchas de estas empresas ponen claros reparos para llegar a acuerdos. Independientemente de eso, 
hemos podido llegar a acuerdos con varias pesquerías. 


Una vez que el negocio deja de ser redituable, automáticamente dan de baja la bandera, dejan tripulaciones 
extranjeras enteras tiradas en nuestro país, sin reconocer salarios ni condiciones de trabajo, desconociendo 
que los trabajadores tienen familias en su país que están en condiciones lamentables. Lo digo porque los 
trabajadores que hoy tenemos acá tienen a sus familias, las que dependen del sustento que ellos ganen. No es 
lógico que la dueña de este barco se pasee en un Mercedes Benz último modelo en Uruguay y no tengamos la 
posibilidad de conducirla al Ministerio de Trabajo para que se haga responsable de las deudas que tiene con 
los trabajadores. Esta persona todos los días, puntualmente a la hora 8, se pone a rezar o a hacer algo 
relacionado con su religión en la popa del barco. Y aun sabiendo eso que hemos denunciado en más de una 
oportunidad y a más de un organismo del Poder Ejecutivo, no están dadas las condiciones para conducir a 
esta persona para que se haga responsable de las deudas contraídas con estos trabajadores. 


Todas estas cuestiones son las que nos llevan a que hoy estemos en la Comisión para que, a través de los 
parlamentarios, se pueda resolver favorablemente la lamentable situación de estos trabajadores que están 
pasando zozobra, en condiciones de semiesclavitud. No se trata de que los trabajadores tengan que comer 
arroz con alitas de pollo los trescientos sesenta y cinco días del año sino que, como es sabido, llevan quince 
meses como rehenes en el barco y no se pueden mover del puerto de Montevideo porque no tienen 
documentación. En el caso de que los lleven presos o lo que fuera y les pidan alguna documentación, no 
tienen nada para presentar. Nosotros, a través de diferentes ámbitos del Poder Ejecutivo Ministerio de 
Defensa Nacional, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, hemos intentado hacer las gestiones pertinentes 
para resolver lo más rápidamente posible no solo los temas salariales sino también las condiciones en las que 
viven estos trabajadores, pero lamentablemente debemos decir que no hemos tenido éxito. Es por eso que 
estamos hoy acá. 


Quiero reiterar que estas son las inversiones que muchas veces defienden los integrantes del Poder Ejecutivo. 
Estas inversiones extranjeras son las que vienen al país a usufructuar recursos de todos los uruguayos en 
beneficio económico exclusivamente propio y dejando cánones por concepto de permisos de pesca realmente 
irrisorios para los cientos de miles de dólares que se llevan. Sin embargo, cuando se tienen que hacer cargo 
de las obligaciones laborales, automáticamente, con el mero trámite de dar de baja la bandera, dejan a toda la 
tripulación sin los beneficios que ya adquirieron. Y también hay tripulación uruguaya que ha iniciado una 
demanda contra esta empresaria por falta de pago. 


Todas estas cuestiones hacen al llamado a la reflexión y al pedido concreto de nuestro sindicato a los 
legisladores para ver si, a través del Parlamento, se puede agilizar el trámite con el fin de resolver este 
problema. 


También queremos llamar a la reflexión al Poder Ejecutivo en cuanto a las inversiones extranjeras y a las 
exigencias que debemos tener a la hora de entregar permisos de pesca, pidiendo un fondo de garantía, o lo 
que sea, para asegurarnos que en el futuro estas cosas no sucedan. Hay que remarcar que esto no solo ha 
pasado en este período de Gobierno, sino que en anteriores ha sido aún peor porque debemos recordar que 
más de una vez tuvimos que venir a defender trabajadores extranjeros que han sido dejados tirados en el 
puerto de Montevideo por más de una empresa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Una vez que tengamos la información de Cancillería, se la estaríamos 
brindando a ustedes y continuaremos haciendo el seguimiento de este tema. 


SEÑOR POZZI.- Posiblemente hoy estaremos tratando el proyecto “Tripulación de Embarcaciones de 
Matrícula Nacional”. Como saben, el proyecto ha sido modificado por el Senado y, más allá de que no 
tenemos coincidencia con respecto a algunos de los cambios introducidos, nuestra voluntad es 
aprobarlo para que sea una realidad. 


Me parece oportuno conocer la opinión del sindicato con respecto a la eliminación que hizo el Senado del 
artículo 5* del proyecto que aprobamos nosotros en el que se establecía la derogación de todas las 
disposiciones legales y reglamentarias vigentes. Como nosotros le atribuíamos cierta importancia a este 
artículo que derogaba todo lo anterior, queremos saber qué piensan del proyecto en general, pero en 
particular de esta disposición. Lo pregunto porque seguramente ustedes conocen más en profundidad todas 
las cuestiones que fueron legisladas en otros Gobiernos y que pueden chocar con lo que vamos a votar ahora. 


SEÑOR VIGNOLO ORGAMBIDE.- Quiero hacer primero algunas consideraciones sobre el proyecto 
que se votó en la Cámara de Diputados. Nosotros estábamos en desacuerdo con el porcentaje que allí se 
establecía: nosotros planteábamos el 100% de tripulación uruguaya en barcos de bandera nacional y 
en esta Cámara se votó el 90%. Independientemente de eso, entendemos que es un avance importante 
para lo que se había fijado en su momento, que era el 50%. 


Luego, en el Senado, se resuelve quitar los artículos 3%, 4* y 5”. Nosotros entendemos que ese es un error 
garrafal y que esos artículos no deberían eliminarse. Independientemente de que en el porcentaje también 
estemos en desacuerdo porque rebaja del 90% al 70% la tripulación nacional en aguas internacionales 
entendemos que en lo jurídico también hay un error porque se quitan los artículos 3%, 4* y 5* y se deja librado 
a que el Poder Ejecutivo de turno resuelva el porcentaje de la tripulación nacional 


Hoy encontramos que existe la sensibilidad necesaria para modificar este artículo de la Ley_de Pesca, lo que 
venimos planteando desde hace más de veinticinco años. Hay una voluntad política para resolver esto y para 
trabajar en base a los fundamentos que históricamente venimos dando. De cualquier manera, nadie nos 
garantiza que esa voluntad política durará a través del tiempo; todos sabemos de lo que estamos hablando. 
Nosotros vivimos el período de la desregulación. Los diferentes Gobiernos daban su interpretación de este 
artículo de la ley. Los partidos tradicionales, junto con las cámaras empresariales, se encargaron de marcar 
como tope el 50% de tripulación uruguaya, pero la ley habla de un mínimo del 50%. Por eso entendemos de 
fundamental importancia que este proyecto sea votado favorablemente, pero se deberían volver a incorporar 
los artículos 3%, 4* y 5%; de lo contrario, estaríamos dejando vigentes reglamentaciones relativas a la 
integración de las tripulaciones, como el Decreto N* 157, que habla de un 10% de tripulación nacional en 
barcos de categoría D, o como la Ley de Embanderamiento, y podría seguir citando normas. Entonces, 
entendemos que estos artículos deben ser votados para no dejar estas cuestiones, que entendemos de extrema 
importancia, libradas al azar. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Cuando usted dice que los partidos tradicionales introdujeron 
modificaciones, ¿a qué se refiere? ¿A las modificaciones del Senado? 


SEÑOR VIGNOLO ORGAMBIDE.- Me refiero a la interpretación que se dio a esto por parte de 
diferentes Gobiernos. El artículo 27 de la Ley de Pesca establece que el mínimo de tripulación 
uruguaya debe ser un 50%, pero los diferentes actores del Poder Ejecutivo interpretaron ese 
porcentaje como un techo y posibilitaron a las empresas que trajeran tripulaciones extranjeras, por 
una cuestión económica y no de conocimiento, como todos sabemos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quizás esto se pueda contemplar en la reglamentación o más adelante no 
esperando mucho tiempo más en un nuevo proyecto. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Esa ley vigente o la anterior, ¿tuvieron alguna interpretación diferente 
durante los cuatro años de la actual Administración? 


Obviamente, esta modificación va a regir hacia el futuro en la medida en que se complete el proceso 
legislativo. 


SEÑOR VIGNOLO ORGAMBIDE.- La pregunta es para desarrollarla muy ampliamente y tenemos 
poco tiempo. 


En estos cuatro años no se ha hecho una interpretación del artículo 27 de la Ley de Pesca. Lo que sí se ha 
hecho fue derogar la Ley N* 15.523 y convocar a los ámbitos de negociación colectiva, lo que nos ha 


permitido hacer convenios colectivos con las diferentes pesquerías. Es sobre la base de la correlación de 
fuerzas que hemos podido modificar ese 50% que venía siendo interpretado de otra forma. Eso nos permitió 
incorporar más tripulación uruguaya. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de la delegación, con la que nos mantendremos 
en contacto. 


(Se retira de Sala la delegación del SUNTMA) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios de Impositiva y de COFE) 


——- La Comisión tiene el agrado de recibir a la señora Elisa Lavagna Ferraro y a los señores Aidemar 
González Ríos, Federico Bernardi Arrieta y Ernesto Balay Oliva. 


El planteo que recibimos de esta organización sindical refiere a algunas situaciones que vienen 
desarrollándose en los últimos dos años en torno a algunos decretos que habría aplicado el Ministerio de 
Economía y Finanzas y también sobre la función y el perfil de los inspectores fiscalizadores cuya figura legal 
cambió luego del último Presupuesto y Rendición de Cuentas. 


SEÑOR GONZÁLEZ RÍOS.- Queremos informar que desde 2005 la DGI entró en un régimen de 
dedicación exclusiva. Esto implicó que los funcionarios solamente pudieran trabajar en la DGI, salvo 
excepciones como la docencia. De todos modos, desde el comienzo quedó claro así se planteó en la 
negociación que la retribución por exclusividad solamente refería al carácter exclusivo, y no a otra 
cosa. 


A fines de 2006 se comenzó una instancia de negociación en el Ministerio de Economía y Finanzas a través 
de una bipartita. Básicamente, se trató el salario de los funcionarios relegados de la definición de 
exclusividad y las tareas extraordinarias. Se habló de los compañeros que realizan jornadas de más de ocho 
horas el concepto sería el de hora extra, de los funcionarios que están a la orden de la oficina más de ocho 
horas con diez o quince días a la orden, incluyendo sábados y domingos y del trabajo en horario nocturno, 
con tareas extraordinarias. 


Al respecto se firma un convenio colectivo en 2008, y en uno de sus puntos el Ministerio de Economía y 
Finanzas se compromete a que, a más tardar en noviembre de ese año, se trasladara una propuesta al sindicato 
referida a las tareas extraordinarias. Para ello se pidió a la DGI que realizara un análisis de las tareas 
extraordinarias. Durante la primera quincena de diciembre el Ministerio de Economía y Finanzas nos traslada 
una propuesta referida a las giras de verano para los funcionarios que cumplen tareas de inspector y que están 
a la orden de la oficina en verano y en invierno hasta veinte días, sin descansar sábados ni domingos. 
Hablamos de veinte días de trabajo de continuo, sin descanso semanal. En tal sentido, se nos hace una 
propuesta que consiste en la duplicación del viático durante las giras de verano y para el resto de las que se 
dieran durante el año. Para el sindicato, esa propuesta no atacaba el tema de fondo porque lo que se quiere es 
que se paguen las horas extra, la nocturnidad y el hecho de estar a la orden. De todos modos, para salir del 
paso y para ir a la gira de 2009, la asamblea de inspectores de AFT resuelve aprobar la propuesta del 
Ministerio. 


También debemos decir que en 2008 se planteó una situación similar y el Ministerio de Economía y Finanzas 
estableció que para las giras del año próximo se iba a solucionar el tema. 


Cuando nuestro sindicato va a la negociación bipartita y plantea que acepta la propuesta del Ministerio, se 
nos dice que se va a retirar la propuesta y que no hay nada alternativo. Por lo tanto, AFT resuelve que los 
compañeros que cumplen la función de inspectores se trasladen a trabajar a la gira en un régimen de ocho 
horas de trabajo en horario diurno, porque no se pagaba la nocturnidad ni las horas extra. En ese momento, la 
Dirección General nos comunica que necesita que trabajemos más de ocho horas, hasta en horario nocturno, 
y que nos desafectarían de la gira si no cumplíamos con el mayor horario. Ante eso, se reunió AFI y se 
resolvió quedar desafectados y reintegrarse para cumplir con las tareas en horario normal en Montevideo. De 
esa manera, los inspectores comienzan a analizar las empresas y a realizar conclusiones de liquidación 
durante el verano, pero estando en Montevideo. 


El 9 de enero se nos notifica que debemos reintegrarnos a la gira y dejamos constancia de que estamos en 
medida gremial y que no estamos dispuestos a trabajar de noche o más de ocho horas si no se paga 
adecuadamente. Dejamos esta constancia en la notificación. Luego trasladamos el planteo a COFE, tema que 
se canalizó en el Grupo A de la negociación colectiva. El delegado del Ministerio de Economía y Finanzas - 
que era parte de la negociación colectiva dijo que lo iba a trasladar al señor Ministro, pero luego nos 
comunicó que no había tenido una respuesta. Sin embargo, se comprometió a presentar el tema en la 
siguiente instancia. Por otra parte, entre la segunda y tercera reunión del Grupo A, el Ministerio de Economía 
y Finanzas, la DGI, emite una resolución amparada en el Decreto N* 401 de 2008 que regula el trabajo a 
reglamento o a desgano y se aplica al inspector una sanción equivalente al 42,5% del valor de cada jornal por 
no cumplir tareas durante la gira; también se incluyó el jornal de los sábados y los domingos, algo que es una 
barbaridad. También es una barbaridad que se aplique este decreto cuando, en realidad, los inspectores 
quisieron cumplir con la tarea, pero siempre dentro de la normativa legal vigente. Nosotros no tenemos 
ningún inconveniente en cumplir con nuestra tarea habitual en Montevideo. 


Tampoco entendemos cómo se llegó a ese porcentaje y nunca se nos explicó claramente. Parece que se 
tuvieron en cuenta las actuaciones realizadas y las previstas. Por lo tanto, queremos denunciar que se nos 
aplicó un decreto que no corresponde para la DGI. 


En la tercera reunión del Grupo A el sindicato estaba en una negociación y se nos aplica una sanción; 
claramente, no se tuvo en cuenta lo manifestado por el Gobierno en el sentido de que no existen sanciones 
mientras se está en una negociación colectiva. 


El Ministerio de Economía y Finanzas plantea que el tema se resuelva en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y autoriza al señor Baráibar a que tome el tema y se arribe a alguna solución. Durante la 
primera reunión que mantuvimos con el señor Baráibar también estaba el asesor, doctor Loustaunau se 
dejaron en claro dos cosas. En primer lugar, el Decreto N* 401 no estaba pensado para la DGI y que no era 
aplicable al organismo. Por lo tanto, eso era ilegítimo y un abuso de poder. Esas fueron las palabras del 
doctor Loustaunau. En segundo término, ambos reafirmaron especialmente el señor Baráibar- que la 
exclusividad no paga más de ocho horas. Se nos dijo que lo que se hiciera luego de las ocho horas debía ser 
considerado como hora extra y que había que ver cómo se compensaba. Esa era la posición del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y se asumió el compromiso de trasladarla al Ministerio de Economía y Finanzas. 


Luego tuvimos otra reunión en la que participó el señor Nelson Hernández, y el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social nos plantea que el Ministerio de Economía y Finanzas seguía firme en la posición de que 
las sanciones eran válidas y de que el régimen de exclusividad pagaba más de ocho horas. Se plantea una 
alternativa en el sentido de suspender la sanción para discutir el tema de fondo. Esto se comunicó a una 
asamblea de AFI y los inspectores plantearon que como la sanción era ilegal, se pretendía que primero la 
anularan. No se podía negociar con parte del descuento realizado. Pero todo se estancó ahí. 


Queremos denunciar en esta Comisión que se nos está aplicando una norma que no corresponde para la DGI. 
También deseamos trasmitirles que el tema ya fue planteado a nivel del PIT-CNT y que se va a presentar una 
denuncia ante la OTT. En junio está saliendo para Ginebra una delegación del PIT-CNT a fin de plantear el 
tema de la negociación colectiva en el sector público, puntualmente con la aplicación de este decreto por 
parte de la DGI. Además, hay otros sindicatos que también van a presentar lo mismo porque esto ha sucedido 
en otras reparticiones. 


Nosotros queremos llegar a un acuerdo sobre el tema de fondo, es decir, sobre la jornada mayor de ocho 
horas y la retribución en horario nocturno; pretendemos que se cumpla con la normativa legal. Nosotros nos 
amparamos en el Decreto N* 472 de 1976 que establece que la hora extra en la Administración Pública se 
paga un 50% más, y la nocturnidad un 25% más. También hay que negociar el tema de estar a la orden. Digo 
esto porque hay que tener claro que en esos quince o veinte días los inspectores no tienen descanso semanal, 
están a la orden permanentemente en la oficina y no están con sus familias. Además, no se puede retornar al 
domicilio; hay que permanecer en la oficina bajo la supervisión del jefe de turno. 


Queremos que esta Comisión trasmita nuestra preocupación. Pretendemos que se comunique que la sanción 
es inaplicable y que queremos que se devuelva el dinero retenido ilegalmente. 


En Semana de Turismo se planteó una gira para sábado, domingo, lunes, martes y miércoles días inhábiles y 
treinta y cinco inspectores dijeron que no iban porque estaban con medidas gremiales. La DGI nos notificó 


que el Decreto N* 401 también estaba vigente, y a la semana siguiente nos comunicó que se nos iba a retener 
el 100% de la jornada laboral por cada uno de esos cinco días de paro. Nosotros reivindicamos la jornada 
laboral de ocho horas y estamos dispuestos a trabajar siempre que se nos pague lo que corresponda. Luego de 
ciertas gestiones se suspendió esa medida, pero nosotros queremos que se anule definitivamente. 


Aclaro que desde que estamos con estos problemas y desde que asumió el nuevo Ministro no hemos podido 
conversar con él para plantear nuestra visión. 


SEÑORA LAVAGNA FERRARO.- En el TOFUP hay un artículo que dice que cuando nosotros nos 
trasladamos o se nos encomienda una tarea especial debe regir el Decreto N* 472/76, donde se establece 
que se nos debe notificar cómo nos vamos a trasladar, las condiciones, los días que vamos a estar en el 
lugar y cómo vamos a permanecer allí. En tal caso, el funcionario tiene un período por el cual puede 
excusarse debido a un problema familiar o de salud. Con nosotros no se cumple ese decreto y a través 
de una resolución de la asamblea pedimos que se nos notificara sobre la gira a fin de no quedar 
supeditados a la arbitrariedad del jefe. 


Muchas veces, esos quince o veinte días de alejamiento implican problemas muy serios desde el punto de 
vista familiar. Como no se permite regresar y hay costos adicionales, pretendemos que se atiendan los casos 
especiales. También queremos que se aclaren los horarios de trabajo porque muchas veces se dice que se van 
a trabajar tantas horas, pero como se impone un rendimiento de tareas, se insume mucho más que ocho horas. 
Como se trata de un trabajo continuo que debe desarrollarse en más de ocho horas, hay que trabajar por la 
noche para que la tarea sea efectiva y la recaudación también. Nosotros cumplimos una función muy 
importante para el Estado y somos técnicos que queremos hacer nuestro trabajo con responsabilidad. No 
queremos que se limite la jornada de trabajo, pero pretendemos que se nos contemple desde el punto de vista 
laboral. 


SEÑOR BERNARDI ARRIETA.- A modo de ejemplo, quiero recordarles las actuaciones que se 
hicieron en el operativo avícola. En esa ocasión se trabajaron setenta y dos días de corrido en jornadas 
de ocho horas, las veinticuatro horas del día, sábados, domingos y feriados. Ese fue un procedimiento 
no habitual, pero ocurrió, y todo depende de la discrecionalidad del Director y de la forma de encarar 
el trabajo. El contador Zaindensztat, en su momento, intentó demostrar que podía incursionar en una 
empresa setenta, ochenta o cien días, las veinticuatro horas, y lo llevó adelante un poco a costillas de 
nuestro esfuerzo. 


Si no se cumple con la resolución acerca de cómo deben ser citados los funcionarios y si no existe una 
salvaguarda para excusarnos, estamos en manos de que el Director de turno tenga o no una posición 
razonable. 


SEÑOR BENTANCOR.- Como el tema de la exclusividad fue muy complejo, supongo que estará 
apoyada en una reglamentación. ¿Tienen posibilidad de acercarnos la reglamentación de la 
exclusividad? Pregunto esto porque debería seguirse al pie de la letra lo que uno firma, ni más ni 
menos. Por lo tanto, de darse los extremos que ustedes están señalando, es clarísimo que el no pago de 
horas extra o el cambio de situación exorbita la calidad de exclusividad, salvo que eso hubiese estado 
previsto. Por eso sería bueno conocer cuál fue el convenio que se firmó para saber si hay cláusulas que 
involucran otras cosas. Lo planteo porque una cosa es la exclusividad y otra cosa el trabajo “full time”. 
A priori surgiría que hay una serie de tareas que han tenido que realizar que no estarían comprendidas 
en un convenio de exclusividad. 


Como descartamos que los convenios deben ser hechos de buena fe, nos parece importante tener este 
elemento para que se aclare la situación. 


SEÑOR GONZÁLEZ RÍOS.- En el Decreto N” 166 de 2005 hay un artículo que refiere a un mínimo de 
cuarenta horas semanales de trabajo. Tanto a nivel sindical a través de nuestros asesores como del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, se entiende que ese mínimo también es un techo porque, más 
allá de que haya un decreto, hay normativa legal que refiere a la jornada de ocho horas. Por lo tanto, 
tenemos limitada la jornada laboral a ocho horas de trabajo y a cuarenta horas semanales. 


Además, reitero que el señor Baráibar fue claro en cuanto a que la exclusividad no paga más de ocho horas. 
Por lo tanto, después de las ocho horas hay que ver la forma como retribuir la hora extra. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Sin perjuicio de la reglamentación que puede ser provechoso 
conocerla y lo que plantea el señor Diputado Bentancor es de recibo, entiendo que hay una situación de 
hecho que se ha generado que en algún sentido o en distintos momentos ha sido consentida, avalada o 
legitimada por las dos partes, y particularmente por la Administración. 


En función de los hechos aquí descritos, la Administración se avino a una negociación, es decir, reconoció la 
existencia del problema o, por lo menos, la legitimidad del reclamo. Según se ha dicho, inclusive planteó una 
fórmula que luego retiró. Supongo que si lo hizo fue porque evidentemente la normativa vigente contemplaba 
el reclamo del sindicato. 


A los efectos de poder construir el estado de situación o para hacerme una composición de lugar con todos 
los elementos de juicio, me gustaría saber a qué se debe atribuir más allá de que venga aquí la DGI a explicar 
esta situación el hecho de presentar una fórmula y que luego se retire. ¿Qué lectura hacen ustedes de eso o 
qué explicaciones se les brindó para fundar esa tesitura? 


Por otro lado, sería bueno saber cuántos funcionarios están implicados en esta situación y cómo ha sido la 
marcha del servicio. Digo esto porque ustedes fueron sancionados, la sanción fue impugnada, pero por lo 
visto, la Administración se ha mantenido en su tesitura. Me interesa saber acerca de lo que ustedes llaman 
giras, es decir, el servicio en el interior: cómo se sigue cumpliendo; quién lo está cumpliendo; si es parte del 
personal o todo el personal; si han aceptado cumplir con esa actividad mientras esperan un desenlace de la 
situación o están en rebeldía. Esto es lo que no me queda demasiado claro. 


SEÑOR GONZÁLEZ RÍOS.- Hay que recordar que luego de que el sindicato recibiera la propuesta, 
hubo un cambio de Ministro durante el año 2008. Había un equipo de trabajo y gente que estaba 
negociando por el Ministerio. Ese equipo de trabajo, que en definitiva continúa trabajando, fue el que 
nos hizo la propuesta, pero la formuló como Ministerio de Economía y Finanzas. Cuando tuvimos la 
última reunión a fines de diciembre, antes de comenzar la gira, ellos nos hablaron del marco 
internacional y del contexto de crisis, lo que llevaba a los recortes de gastos establecidos a nivel 
presidencial. Por lo tanto, nos dijeron que retiraban la propuesta, pero no plantearon ninguna 
alternativa. 


Los trabajadores no podemos ser rehenes de esa situación, más aún cuando se plantea por parte del Gobierno 
también lo hace el movimiento sindical que la crisis no debe ser pagada por los trabajadores. 


Primero, quiero dejar en claro esto: esa fue la argumentación. Hay un reconocimiento real, tal como dice el 
señor Diputado; es decir, las tareas se realizan, el Ministerio de Economía y Finanzas reconoce que se 
realizan y efectuó una propuesta para compensarlas. 


Sobre el tema del servicio, hasta el día de ayer los compañeros afiliados al sindicato que cumplieron con la 
medida no realizaban actuaciones en el interior. Nosotros no podemos ser responsables de que haya gente que 
no esté afiliada o que no acate la medida. Aproximadamente el 75% de los inspectores cumplió con la 
medida. Por lo tanto, es un hecho que el servicio se vio resentido; es una realidad. Por algo están también los 
funcionarios inspectores. 


También quiero decir como hecho puntual y aclaratorio que la reivindicación que planteamos significaba 
aproximadamente un 1% o 1,5% del importe de lo que se recauda. O sea que, si vamos al tema puntual de 
números, la relación costo-beneficio es positiva en el sentido de que en nuestro planteo que además se ajusta 
a la normativa legal de cada $ 100, el costo es $ 1 o $ 1,5. En definitiva, a nivel sindical, no se entiende que 
es un gasto sino que la financiación de todo lo que corresponde a las políticas públicas se vio resentida en el 
sentido de que existió una disminución en la recaudación o, podría decirse, no se recaudó lo que se debería 
haber recaudado. Sí hubo recaudación, pero no lo que se debió haber recaudado. 


Vale decir que un elemento fundamental que juega en la recaudación es la percepción del riesgo. O sea, nos 
referimos al riesgo que percibe el empresario por el hecho de haber inspectores en la calle; esto lleva a que el 
empresario pague voluntariamente los tributos. Esa es la función principal del inspector: generar percepción 


de riesgo. De 140 inspectores, aproximadamente 110 fueron los que acataron y cumplieron las medidas. Por 
lo tanto, el servicio sí se vio resentido. 


En el día de ayer se celebró una asamblea de inspectores. Teniendo en cuenta la persistencia y las sanciones 
existentes, y el hecho de que el Ministerio no se siente realmente a discutir el tema o no proponga una mesa 
de trabajo, una bipartita, para llegar a una solución real, resolvió que toda notificación que se realice a los 
inspectores debe hacerse de acuerdo con el Decreto N* 472, de 1976. Si no se cumple con la reglamentación 
vigente de notificación, el inspector tampoco está obligado a ir; y si se cumpliera con esa reglamentación, en 
principio, a partir de ayer, se resolvió que los inspectores comenzarían a realizar trabajos en el interior. Así 
está planteada la situación hoy. Pero nosotros queremos encontrar una solución al tema de fondo. 


SEÑOR BERNARDI ARRIETA.- Quiero aclarar la interrogante formulada por el señor Diputado 
Bentancor. En el momento en que se estudió el Decreto que finalmente se concretó N” 166, en la 
propuesta que se eleva al sindicato estaba claramente determinado que era sobre una base de cuarenta 
horas semanales. Eso fue lo que el sindicato aprobó y votó. Posteriormente, cuando el decreto es 
aprobado por el Ministerio, se modifica y surge una base mínima se le agrega la palabra “mínima” de 
cuarenta horas semanales. A su vez, se agrega una cláusula que determina que ningún otro tipo de 
trabajo podrá ser compensando con una remuneración. Pero eso fue algo bastante feo que se nos 
presentó: lo que primeramente calibramos en una asamblea luego no fue estampado en negro sobre 
blanco, sino que fue modificado. 


SEÑOR BALAY OLIVA.- Quisiera hacer una breve intervención a manera de “racconto” y de cierre 
de lo que piensa la mesa de AFI. 


En definitiva, pensamos que, como trabajadores, debemos tener reglas claras. Un decreto que es sancionado a 
nivel nacional, rige para todo el país. No puede ser que luego, en las negociaciones que se han entablado, en 
algún diálogo con el autor del decreto, el doctor Bruni, o después en las sucesivas intervenciones en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el doctor Loustaunau reconociera que no era aplicable a la 
funcionalidad de la Impositiva. Entonces, me pregunto: si un decreto está sancionado a nivel nacional, ¿no 
rige para todo el país? La DGI no es Marte. Entonces, creo que debemos tener las reglas claras para todo los 
trabajadores del país. 


En definitiva, como vamos a iniciar gestiones a través de la OIT en Ginebra, pensamos que el cuerpo 
legislativo tendría que hacer una revisión global de todo el marco laboral a nivel de todo el país. Si es un 
decreto, se aplica o no se aplica. 


A su vez, el Gobierno tiene otro entripado porque el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social dice que la 
exclusividad no paga más de ocho horas y el Ministerio de Economía y Finanzas dice que sí paga. Entonces, 
¡pónganse de acuerdo a nivel de todo el aparato de Gobierno! Nosotros tenemos bien claro que la 
exclusividad es la exclusividad y que para más de ocho horas es trabajo extraordinario, como dijo el 
compañero González Ríos en su clarísima alocución. 


Simplemente quería hacer alusión a estas dos cosas que son como dos entripados: la postura del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social contra la del Ministerio de Economía y Finanzas y este decreto que, en definitiva, 
atenta contra el derecho de huelga de los trabajadores, teniendo en cuenta que no hubo huelga porque los 
funcionarios de fiscalización quedaron desafectados a trabajar en su lugar habitual y regular de trabajo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a hacer llegar la versión taquigráfica al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, a la DINATRA, al Ministerio de Economía y Finanzas, a la DGI, al Sindicato, a 
COFE y al PIT-CNT. 


Muchas gracias y nos mentendremos en contacto para brindarles alguna información. 
(Se retira de Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios de Impositiva) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios de Ganadería, Agricultura y Pesca, de COFE 
y del PPE-CNT) 


——- La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a una delegación de la Asociación de 
Funcionarios de Ganadería, Agricultura y Pesca y de COFE, integrada por los señores Aníbal Corbo 
Longueira, Presidente del Sindicato de Ganadería, Agricultura y Pesca; José Franco Burguer, de Relaciones 
Laborales y Conflicto del PIT-CNT, y a José López Gonzálvez, de COFE. 


Hemos repartido a todos los miembros de la Comisión la solicitud de entrevista que ustedes hicieran, por lo 
que, en términos generales, todos conocemos el planteo. 


SEÑOR CORBO LONGUEIRA.- Agradecemos a la Comisión por recibirnos. 


Nuestra comparecencia tiene básicamente dos objetivos: uno es informar y poner en antecedentes a la 
Comisión de la situación que estamos atravesando los trabajadores del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca por el sumario instruido a tres compañeros integrantes del sindicato, dirigentes de uno de nuestros 
grupos de base, por un comunicado de prensa hecho público en octubre del año pasado, y el otro es solicitar a 
la Comisión si así lo entiende conveniente su mediación frente a las autoridades del Ministerio. 


Si me permiten, voy a hacer un breve relatorio para poner en antecedentes a los miembros de la Comisión. 


Los funcionarios del sector Sanidad Animal del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca están en 
conflicto con las autoridades de dicha Cartera desde hace más de un año. Este conflicto tiene varios puntos, 
pero fundamentalmente uno central que es al que nos vamos a referir: un cambio en cuanto a la organización 
del trabajo y al sistema salarial que están planteando los funcionarios. ¿Por qué están planteando este 
cambio? Básicamente porque las características que tiene el trabajo en Sanidad Animal, por desarrollarse en 
el medio rural, a nivel del campo, por el estatus sanitario que tiene el país y sus compromisos esto implica 
tener una vigilancia epidemiológica permanente las veinticuatro horas del día y, al mismo tiempo, la 
capacidad para atender cualquier evento sanitario en forma inmediata en cualquier momento en que este 
suceda no se condice con una organización de cuarenta horas semanales de ocho horas diarias, de lunes a 
viernes. El hecho de que las características de un trabajo y la forma en que está organizado no estén en 
concordancia, y a fin de que el país pueda cumplir con las condiciones necesarias para tener el estatus 
sanitario que Uruguay actualmente posee, implica que muchas veces los trabajadores tengan que desarrollar 
actividades fuera de horario o los fines de semana, sin que el Ministerio les retribuya económicamente por 
este hecho. 


En el marco de este conflicto, en junio de 2008, en una asamblea en la ciudad de Durazno, los trabajadores de 
Sanidad Animal definieron no atender más ningún evento sanitario que ocurriera fuera de la labor de lunes a 
viernes. 


En los primeros días del mes de octubre del año pasado, un servicio veterinario del interior del país recibió de 
un actor calificado como lo es un Comisario de una Seccional policial del interior el aviso de una sospecha de 
fiebre aftosa. Los funcionarios de este servicio, en el marco de las medidas gremiales que estaban definidas 
en cuanto a no atender ningún evento sanitario fuera de los horarios de trabajo, decidieron que ese aviso de 
sospecha que se recibió el día domingo se atendería recién a partir de la hora 8 del día lunes. Así, 
comunicaron a su cadena de mandos, a sus superiores inmediatos, que recibieron este aviso y que no lo 
atenderían hasta el día lunes. Horas más tarde, los compañeros de la mesa de Sanidad Animal emitieron un 
comunicado de prensa poniendo en conocimiento de la población la ejecución de la medida gremial; o sea 
que el aviso de una sospecha de fiebre aftosa no sería atendido hasta la hora 8 del día lunes. Esto motivó que 
el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca iniciara una investigación administrativa. En este momento, 
dicha investigación administrativa ha derivado en la instrucción de sumarios a los tres compañeros 
integrantes de la mesa de Sanidad Animal 


Cabe aclarar que ese comunicado se hizo en una hoja con el logo del sindicato, en nombre de la Mesa de 
Funcionarios de Sanidad Animal; por lo tanto, es un comunicado que no está hecho a título personal por 
quien lo firma, sino que está hecho claramente en representación de un colectivo de trabajadores. Así se lo ha 
manifestado el sindicato innumerables veces a las autoridades del Ministerio. Por lo tanto, entendemos que el 
sumario a estos funcionarios claramente es una violación a la libertad sindical. 


En primera instancia, creemos que ese es el elemento central y más importante. Después hay algunos 
elementos que nos parecen preocupantes. 


Hemos tenido distintas instancias de negociación en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca; en 
algunas de ellas participaron COFE y el PIE-CNT, y transmitimos claramente al señor Ministro Agazzi una 
visión tanto de COFE como del PIT-CNT, en el sentido de que aquí los trabajadores actuaron en 
representación de un colectivo y no a título personal. Hemos planteado este tema también en el grupo A de 
negociación colectiva. O sea que hemos transitado todos los caminos de diálogo y de negociación posibles. 


Hay algunos otros elementos vinculados estrictamente a lo formal del sumario que nos preocupan. Por un 
lado, nos preocupa la redacción que tiene la resolución por la cual se instruye la investigación administrativa. 
En dicha resolución, en ningún momento se hace ni la más mínima alusión a que este comunicado haya sido 
hecho en una hoja membretada del gremio y en nombre de una mesa de funcionarios, sino que en todo 
momento se habla simplemente de funcionarios, como si esto hubiera sido hecho a título personal. En nuestra 
visión como trabajadores, aquí hay un intento de marcar la cancha por parte de las autoridades a quienes 
tienen que realizar el sumario. 


Asimismo, también nos preocupan algunas declaraciones del señor Ministro Agazzi formuladas a la prensa. 
La etapa sumarial se inició el 30 de marzo. El 1* de abril, el señor Ministro Agazzi declaró en la prensa que 
los funcionarios incumplieron con la ley que les prohíbe divulgar informaciones importantes sobre el estatus 
sanitario. O sea, al otro día en que la Administración está iniciando un sumario, el señor Ministro declara que 
los funcionarios incumplieron con la ley. A nuestro juicio, esto implica un claro prejuzgamiento y, además, 
nos queda la siguiente duda: después de que el señor Ministro dice que los funcionarios incumplieron la ley, 
¿quién dentro del Ministerio se anima a decir lo contrario? 


Son todos elementos adicionales que tienen que ver con lo formal, pero que también nos preocupan. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Creo que la descripción de los hechos ha sido muy clara y concreta. 
Simplemente, deseo formular algunas preguntas para agregar elementos que nos permitan una más 
completa composición de lugar. 


Concretamente, puede ser anecdótico, pero es interesante saberlo: ¿en qué departamento o localidad se 
produjo esta situación? 


En segundo término: ¿cuál fue el desenlace de la situación? Es decir, la mesa sindical departamental 
comunicó que no iba a intervenir hasta el día lunes. Me interesaría saber cuál fue la actitud del Ministerio en 
ese mismo momento; si simplemente se esperó hasta el día lunes y ese día se intervino con total normalidad o 
s1, eventualmente, el Ministerio dispuso el día domingo, en el momento en que se dio el alerta o la sospecha, 
algún otro tipo de medida alternativa para hacer frente a esta situación. 


En tercer lugar, creo que debemos tomar las declaraciones del señor Ministro Agazzi como el fundamento del 
Ministerio para impulsar la investigación administrativa primero y los sumarios después. En principio, lo que 
objeta el Ministerio no es una eventual omisión de los deberes funcionales o la eventualidad de que la actitud 
del sindicato pudiera generar consecuencias negativas desde el punto de vista de la propagación de la fiebre 
aftosa, por ejemplo, sino concretamente el manejo de la información. Ahí es donde se centra la discrepancia 
conceptual, podríamos decirlo así. Esto lo deduzco yo, pero sería bueno ratificarlo, porque me parece que es 
una diferencia cualitativa importante. 


SEÑOR CORBO LONGUEIRA.- El aviso de sospecha de fiebre aftosa se produjo en el departamento 
de Artigas. 


Un día domingo, sobre el mediodía, los servicios veterinarios de Artigas, en el marco de las medidas 
gremiales, comunicaron a su superioridad que no iban a atender ese aviso de sospecha hasta el día lunes, a 
partir de la hora 8, en que empieza su horario de trabajo. 


El país tiene protocolos precisos de cómo se deben atender los avisos de sospecha de fiebre aftosa. Por lo 
tanto, si el funcionario que recibió el aviso, en el marco de medidas gremiales y amparado en ellas, no iba a 
atender ese aviso de sospecha, evidentemente en forma inmediata tendrían que haber concurrido los 
superiores a descartar o a ratificar dicho aviso. Esto no se produjo hasta el día lunes. 


La diferencia con el Ministerio radica en si se puede o no dar información reservada. Bueno, allí entra en 
juego lo que cada uno entiende sobre el derecho de la libertad gremial y de la libertad de expresión. Los 
funcionarios del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, actuando como funcionarios, tienen alguna 
norma que regula el manejo de la información y, precisamente, esa norma prohíbe dar información a los 
funcionarios que la obtuvieron por su actuación inspectiva. En este caso, estos funcionarios obtienen la 
información no como producto de su actuación laboral, inspectiva, sino en su carácter de dirigentes 
gremiales, o sea, son puestos en antecedentes de esta situación en su carácter de dirigentes gremiales. Ellos 
dan esta información en el marco de la ejecución de una medida gremial. El objetivo del comunicado fue 
informar la ejecución de una medida gremial en cuanto a que no se iba a atender un aviso de sospecha de una 
enfermedad hasta el día lunes porque así estaba dispuesto por una medida gremial. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El señor Corbo Longueira manifiesta que, conocida la sospecha, el 
funcionario no cumplió con el protocolo y no informó a las autoridades. ¿Entendí bien? 


SEÑOR CORBO LONGUEIRA.- Quizás me expresé mal. Cuando el funcionario, amparado en las 
medidas gremiales, decide que no va a atender el aviso de sospecha hasta el día lunes, se lo comunica a 
su cadena de mandos, a sus superiores. 


SEÑORA PRESIDENTA.- O sea que cumplió con el protocolo y con el informe de avisar a las 
autoridades. 


SEÑOR CORBO LONGUEIRA.- Exactamente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Cuando pasó la situación referida en Durazno el año pasado, esta Comisión 
trató de ser muy cuidadosa con el tema no solo por la situación laboral por la que ustedes concurren a 
Sala sino en lo que tiene que ver con el impacto en los mercados internacionales cuando se habla de la 
fiebre aftosa. [Nos consta que la simple sospecha y el comunicado de prensa que envió el sindicato que 
había adoptado medidas gremiales ocasionan incertidumbres en los mercados. A los efectos de la 
pregunta del señor Diputado Pablo Abdala, quiero plantear que, efectivamente, era solo una sospecha 
y lo que hubo en el departamento de Artigas fue brucelosis. 


Ustedes proponen hacer una mediación; después veremos qué resolveremos. Esta Comisión de Legislación 
de Trabajo muchas veces ha tratado, no de mediar, sino de articular con las autoridades del Poder Ejecutivo, 
pero siempre respetando los caminos de diálogo propuestos por ese Poder e inclusive los que puedan tener, 
en forma bipartita, los propios trabajadores del Ministerio o COFE con el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. 


Quería decir esto para que constara en la versión taquigráfica. 


SEÑOR CORBO LONGUEIRA.- Podríamos discutir sobre la oportunidad de ese comunicado; en todo 
caso, el sindicato asume todas las responsabilidades que le puedan corresponder. Esa es una discusión 
que podemos dar. Luego voy a hacer referencia a dos o tres cosas con respecto a ese punto. 


Lo que hay que señalar es que la Administración el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca está 
instruyendo sumarios a tres compañeros por un comunicado que no hacen a título personal, sino en 
representación de un colectivo de trabajadores. Son dos cosas distintas y nos interesa que queden bien 
diferenciadas. 


En cuanto a la responsabilidad por la oportunidad de un comunicado de este tipo, en primer término quiero 
decir que uno de los puntos fuertes que tiene el sistema veterinario uruguayo es la transparencia con que 
maneja la información. Todos los avisos de sospechas de enfermedades vesiculares quedan registrados y 
protocolizados y se muestran a todas las auditorías que vienen al país. Uruguay no esconde información: 
todos los avisos de sospecha quedan registrados y se muestran a las auditorías. Frente a un aviso de este tipo 
y mientras que los funcionarios del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca no vayan al predio y hagan 
un diagnóstico, la situación se maneja como sospecha. Cuando viene una auditoría, no le decimos: 
“Recibimos diez avisos de sospecha. Cinco sabemos que no son aftosa y con respecto a los otros, no sabemos 


nada porque no fuimos al predio”. Uruguay analiza todos los casos y sobre cada uno de ellos hace un 
diagnóstico. ¿Cuándo obtiene el diagnóstico? Una vez que va al predio. 


Ese lunes de octubre, después de que los funcionarios fueron al predio, supimos que era brucelosis. Entre el 
domingo y ese lunes, solo teníamos una sospecha de aftosa porque así lo había manifestado quien dio el 
aviso. Eso es bueno aclararlo. 


Por otra parte, conviene señalar que los mercados compradores y las auditorías que llegan del primer mundo 
tienen mecanismos muy sofisticados para el monitoreo sanitario del país y no se genera alarmismo por 
versiones de prensa. Asumimos las responsabilidades que tienen que ver con este comunicado, pero 
queremos darles garantías de que acá no estuvo en riesgo, en ningún momento, ningún mercado ni nada por 
el estilo porque, como les decía, los países compradores y sus auditorías tienen mecanismos muy 
sofisticados, monitorean permanentemente la situación del país y la conocen, además, porque los servicios 
veterinarios oficiales manejan con muchísima transparencia toda la información sanitaria. 


SEÑOR POZZI.- Compartimos todo lo que decía la Presidenta con respecto a la posibilidad de 
intervenir y resolver el conflicto. 


Se decía que el comisario denuncia la situación al veterinario de Artigas. Este veterinario, ¿no solo era 
veterinario de guardia sino también dirigente sindical? 


Los otros dos compañeros sumariados, ¿son de Artigas también e integran la mesa sindical? ¿Cómo llega a 
haber tres funcionarios sumariados? 


SEÑOR CORBO LONGUEIRA.- El veterinario de Artigas que recibe el aviso de sospecha es 
integrante de la Mesa de Sanidad Animal. En cuanto a los otros dos compañeros sumariados, 
integrantes de la Mesa de Sanidad Animal, uno es de Durazno y el otro, de Colonia. Por eso hacía 
referencia a que la información que tienen estos compañeros la obtienen por ser dirigentes sindicales y 
no en virtud de su participación o de su actividad de contralor, propia del trabajo en el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 


SEÑOR LÓPEZ GONZÁLVEZ.- Nosotros venimos como dirigentes de COFE, acompañando a la 
delegación de los compañeros del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, porque lo que estamos 
denunciando en esta Comisión de Legislación del Trabajo es que se ha limitado el derecho de los 
trabajadores a organizarse, sindicalizarse y ejercer el derecho de huelga que tenemos todos los 
trabajadores de este país. Estos compañeros, que son dirigentes sindicales, están siendo objeto de un 
sumario por ejercer una medida sindical. Entonces, es cierto que el caso tiene particularidades que se 
relataron claramente, pero en definitiva, el sumario es a tres dirigentes por ejercer el derecho que 
tienen a organizarse y a difundir las informaciones que tiene el sindicato. Queremos dejar en claro esto 
porque no es la primera vez que pasa y se generan antecedentes en la Administración que no son 
buenos. 


Por lo tanto, dejamos en claro que respaldamos las acciones del Sindicato del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y, en definitiva, lo que queremos denunciar es que acá se ha limitado el derecho de los 
trabajadores a organizarse al instruirse un sumario administrativo a tres dirigentes sindicales. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Quería saber si han puesto el tema en conocimiento de la central del 
PIE-CNT y cuál ha sido su actitud frente esto. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Agrego una pregunta. 


En aquel momento, la decisión de cumplir estrictamente con un régimen de ocho horas de lunes a viernes no 
sé sí esto se conoce como trabajo a reglamento ¿a qué reivindicación gremial obedecía? Por otra parte, dada 
la gravedad de la situación actual, ¿en qué estamos desde el punto de vista de las medidas gremiales? ¿Qué 
ha dispuesto el sindicato mientras la situación permanece incambiada y los sumarios avanzan? Más allá de 
plantear la mediación que aquí se ha solicitado ¿qué decisiones ha adoptado el sindicato, el Ministerio, COFE 
y el PIT-CNT con relación a este conflicto? 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Hubo una instancia de negociación con las autoridades del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca? Además, me gustaría saber si el sindicato de base del Ministerio 
planteó un sumario sin sanción; digo esto porque creo que hay un sumario con retención del 50% de 
los haberes. 


SEÑOR FRANCO BURGUER.- Quiero aclarar por qué está aquí el PIT-CNT. 


Voy a referirme a los mecanismos que utilizamos en el movimiento sindical. Si hay un problema puntual en 
un sector de base como la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, el 
que toma el asunto en sus manos es el sindicato madre, en este caso, COFE. En caso de que el problema 
trascienda, se pide la participación del PIT-CNT. El asunto fue tomado por el Secretariado y nos designó 
junto con el representante de COFE en el PI-CNT para hacer un seguimiento del tema. Pusimos este asunto 
en manos de nuestros asesores jurídicos y, luego de la discusión política, llegamos a la conclusión de que esta 
medida administrativa colidía con la acción gremial. Fue por ello que hicimos gestiones para conseguir una 
entrevista con el señor Ministro. Hubo reuniones entre nuestros asesores y los del Ministerio, más COFE y la 
Asociación de Funcionarios del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Una vez que esas gestiones no dieron resultado, en el sentido de que se entendiera que era un tema gremial 
para resolverlo de esa manera, de común acuerdo con COFE y con la Asociación de Funcionarios del 
Ministerio, acordamos apelar a esta Comisión para que medie en el conflicto, convencidos de que estamos 
ante una diferencia de carácter gremial. Hubo un pronunciamiento colectivo a través de un documento: la 
declaración se hizo en papel membretado de la organización sindical. 


SEÑOR CORBO LONGUEIRA.- A nivel del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca tenemos un 
ámbito de diálogo bipartito que funciona de manera normal. Por lo tanto, el sumario a los dirigentes 
de Sanidad Animal estuvo planteado y discutido en varias oportunidades. En dicho ámbito hicimos un 
planteo dirigido a generar un mejor clima en este conflicto. Se trataba de evitar la medida preventiva 
de suspensión que muchas veces se aplica al inicio de un sumario y que tiene que ver básicamente con 
que el funcionario sumariado no esté en su lugar de trabajo entorpeciendo la instrucción del sumario. 
Como el sumario versaba sobre un comunicado público y no sobre la gestión de la oficina en sí misma 
la permanencia allí de los funcionarios iba a entorpecer la gestión de la oficina, planteamos que si se 
hacía el sumario pudiéramos seguir discutiendo sobre el fondo del asunto y que los funcionarios no 
fueran separados de su cargo. Sin embargo, este hecho no ocurrió. A pesar de que en la resolución por 
la cual se inicia el sumario haciendo referencia en ella a las conclusiones de la investigación 
administrativa se habla solo de una falta administrativa, sin catalogarla, el Ministro toma la decisión 
de separar del cargo a los funcionarios. 


Como decía el compañero Franco Burguer, este tema se trató en una reunión en la que participó COFE y el 
PTECNT, y allí tampoco encontramos la posibilidad de destrabar esta situación, algo que también se planteó 
en el Grupo A de la negociación colectiva. Allí, la delegación que participa por el Gobierno quedó 
comprometida a trasmitir a las autoridades del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca la solicitud de 
que se reincorporara a estos funcionarios sumariados y se levantara la retención de sus haberes. Por el 
compromiso asumido por los representantes del Gobierno en el Grupo A, suponemos no tuvimos otro 
contacto que lo habrán trasmitido a las autoridades del Ministerio. Si fue así, no ha habido buenos resultados 
porque los funcionarios siguen separados de sus cargos y con la retención de sus haberes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Haremos llegar la versión taquigráfica de esta sesión a los Ministerios de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y de Trabajo y Seguridad Social, al P.PCNT, a COFE, al sindicato de 
base del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y a la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Agradecemos su presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios de Ganadería, Agricultura y Pesca, de 
COFE y del PIT-CNT) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


